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cada caso se hubieren producido, a fin de que con base a tales 
datos y previa preceptiva propuesta de la Dirección General de 
Aduanas e Impuestos Especiales se fijen, por la oportuna dispo­
sición, los módulos contables para el siguiente periodo y que 
han de enlazar con los que tienen validez basta el 30 de junio 
de 1983,

Se mantienen en toda su integridad los restantes extremos 
de la Orden de 30 de agosto de 1982 («Boletín Oficial del Estado» 
de 20 de octubre) que ahora se modifica.

Lo que comunico a V. I, para su conocimiento y efectos.
Dios guarde a V. I. muchos años.
Madrid, ! de febrero de 1983.—P. D. (Orden de 2 de febrero 

de 1982), el Director general de Exportación, Apolonio Ruiz li­
gero.

Ilmo. Sr. Director general de Exportación.

6421 ORDEN de 3 de febrero de 1983 por la que se 
dispone el cumplimiento de la sentencia de la Au­
diencia Territorial de Barcelona, dictada con fecha 
3 de noviembre de 1982 en el recurso contencioso- 
administrativo número 838/81, interpuesto contra 
resolución de este Departamento por don Juan Mar­
tínez Ríu.

limo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo núme­
ro 838/1981, ante la Sala Segunda de lo Contencioso-Administra­
tivo de la Audiencia Territorial de Barcelona, entre don Juan 
Martínez Ríu, como demandante, y la Administración General 
del Estado, como demandada, contra resolución de este Minis­

terio, sobre deducción de haberes, se ha dictado con fecha 3 da 
noviembre de 1982 sentencia, cuya parte dispositiva es como 

sigue:

«Fallamos: Que estimamos el recurso contencióso-adminis- 
trativo interpuesto por don Juan Martínez Ríu, contra la deses­
timación presunta por silencio administrativo del recurso for­

mulado ante la Subsecretaría del Ministerio de Economía, can 
tra da deducción de haberes que Le fue practicada en la nómina 

del mes de marzo de mil novecientos ochenta, debamos anular 
y anulamos la referida liqidación por nó hallarla ajustada a 
derecho, y en consecuencia, ordenamos a la Administración 
que reintegre a dicho funcionario la cantidad que le fue dedu­
cida, objeto de la presente reclamación; si¡n especial condena 
en costas.»

En su virtud, este Ministerio ha tenido a bien disponer s® 
cumpla en sus propios términos la referida sentencia, publi­
cándose el aludido fallo en el ^Boletín Oficiad del Estado», todo 
ello en cumplimiento de lo previsto en el artículo 105 de la 
Ley reguadora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa 
do fecha 27 de diciembre de 1956.

Lo que comunico a V. I. para su conocimiento y demás 
efectos.

Dios guarde a V. I. muchos años.
Madrid, 3 de febrero de 1983.—P. D., el Subsecretario, José 

Antonio Cortés Martínez.

limo. Sr. Subsecretario.

6422 ORDEN de 3 de febrero de 1983 por la que se 
dispone el cumplimiento de la sentencia de la Au­
diencia Territorial de Barcelona dictada con fecha 
27 ae octubre de 1982 en el recurso contencioso- 
administrativo número 810-81, interpuesto contra re­
solución de este Departamento por don Santiago 
Manzano Ruiz.

limo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo núme­
ro 810 81. ante la Sala Segunda de lo Contencioso-Administrativo 
de la A.udiencia Territorial de Barcelona, entre don Santiago 
Manzano Ruiz, como demandante, y la Administración General 
del Estado, como demandada, contra resolución de este Depar­
tamento sobre retención de haberes, se ha dictado con fecha 

27 de octubre de 1982 sentencia, cuya parte dispositiva es como 
sigue:

«Fallamos: Que estimando el recurso contencioso-administra­
tivo número ochocientos diez-ochfenta y uno, interpuesto por don 
Santiago Manzano Ruiz, contra la Subsecretaria del Ministerio 
de Economía, contra la desestimación presunta por silencio 

administrativo con denuncia de la mora de la petición formulada 
por el actor en escrito de uno de abril de mil novecientos 
ochenta, contra la deducción de haberes que le fue practicada 
del mes de marzo de mil novecientos ochenta, debemos anuiar 
y anulamos la referida liquidación por no hallarse ajustada a 
derecho y, en consecuencia, ordenamos a la Administración que 
reintegre a dicho funcionario la oantidad deducida, objeto de la 
presente reclamación; sin expresa condena en costas.»

En su virtud, este Ministerio ha tenido a bien disponer se 
cumpla en sus propios' términos la referida sentencia, publi­

cándose el aludido fallo en el «Boletín Oficial del Estado», todo 
ello en cumplimiento de lo previsto en el articulo 106 de La Ley 
reguadora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de fe­
cha 27 de diciembre de 1966. .

Lo que comunico a V, I. para su conocimiento y demás 
efectos.

Dios guarde a V. I. muchos años.
Madrid, 3 de febrero de 1983.—P. D., el Subsecretario, Jost 

Antonio Cortés Martínez. ,,

limo. Sr. Subsecretario.

6423 ORDEN de 3 de febrero de 1983 por la que se 
dispone el cumplimiento de la sentencia de la Au 
diencia Nacional, dictada con fecha 24 de marzo 
de 1982 en el recurso contencioso-administrativo 
número 37.688, interpuesto contra resolución de este 
Departamento por don Luis Gabin López.

limo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo núme­
ro 37.686, ante la Sala de lo,Contencioso-A<. ministrativo de la 
excelentísima Audiencia Nacional, entre don Luis Gabin López, 
como demandante, y la Administración General del Estado, 
como demandada, contra resolución de esté Departamento, so­
bre concesión del complemento personal y transitorio, se he 
dictado con fecha 24 de marzo de 1982 sentencia, cuya parte 
dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Desestimamos la causa de inadmisibilidad plan­
teada por la Abogacía del Estado y estimamos el recurso con- 
tencioso-administrativo interpuesto por don Luis Gabin López, 
en su propio nombre y derecho, contra la desestimación pre­
sunta por el Ministerio de Economía de un recurso de alzada 
interpuesto contra la denegación por silencio por parte de lfe 

. Dirección General del. Instituto Nacional de Estadística del re­
conocimiento al recurrente del complemento personal y transi­
torio establecido en la disposición final quinta de la Ley treinta 
y uno/mil novecientos sesenta y cinco, de cuatro de mayo 

resolución la indicada que anulamos por no ser conforme e 
derecho y declaramos que el recurrente señor Gabin López tiene 
derecho al reconocímeinto del citado complemento, que se fijaré 
conforme se establece en el penúltimo considerando de esta 
resolución, así como al abono de los atrasos por el expresado 
concepto que sea compatible con el Instituto de la prescripción, 
y no hacemos expresa imposición de eos tas. «|

En su virtud, este Ministerio ha tenido a bien disponer se 
cumpla en sus propios términos la referida áShtencia, publi 

cándase el aludido fallo en el «Boletín Oficial del Estado», todo 
ello en cumplimiento de lo previsto en el articulo 105 de la 
Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 
fecha 27 de diciembre de 1956.

Lo que comunico a V. I. para su conocimiento y demás 
efectos,.

Dios guarde a V. I. muchos años.
Madrid, 3 de febrero de 1983.—P. D., al Subsecretario, José 

Antonio Cortés Martínez.

limo. Sr. Subsecretario.

6424 ORDEN de 3 de febrero de 1983 por la que s 
dispone el cumplimiento de la sentencia de la Au 
diencia Nacional, dictada con fecha 7 de novicmbre 
de 1981 en el recurso contencioso-administrativa 
número 21 395, interpuesto contra resolución de este 
Departamento de fecha 20 de diciembre de 197: 
por Caja de Ahorros y Monte de Piedad Municipa, 
de Bilbao.

limo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo núme 
ro 21.395, ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la ex 
celentísima Audiencia Nacional, entre la Caja de Ahorros y Mon 
te de Piedad Municipal de Bilbao, .como demandante y la Admi 
nistración General" del Estado, como , demandada, contra resolu 
ción de este Ministerio de fecha 20 de diciembre de 1979, sobre 
apertura de oficinas por las Cajas de Ahorro, se ha-dictado cor 
fecha 7 de noviembre de 1981 sentencia, cuya parte dispositiva 
es como sigue:

«Fallamos: Que desestimamos el presente jecurso contenoio 
so-administrativo, interpuesto por la Caja de Ahorros y Monte 
de Piedad Municipal de Bilbao, y declaramos ajustada a derechc 
la Orden recurrida del Ministerio de Economía de fecha veinte 
de diciembre de mil novecientos setenta y nueve, en su redac 
ción corregida publicada en el "Boletín Oficial del Estado", 
de catorce de enero de mil novecientos ochonta, sobre apertura 
de oficinas por las Cajas de Ahorro. Sin hacer especial impo­
sición de las costas del recurso.»

Contra esta sentencia se ha interpuesto recurso de apelación 
ante ©1 Tribunal Supremo, conforme a .o establecido en el 
artículo 8.°, número 3, del Real Decreto-ley 1/1977, de 4 de 
enero, que ha sido admitido a un solo efecto, por lo que pro­
cede el cumplimiento do la mencionada sentencia, sin perjuicio 
d© los efectos revocatorios que, en su oaso puedan derivarse 
de la estimación de la apelación interpuesta.
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En su virtud, este Ministerio ha tenido a bien disponer se 
cumpla én sus propios términos la referida sentencia, si bien 
condicionado en cuanto a.sus efectos definitivos ai resultado 
de la apelación interpuesta’ publicándose el aludido fallo en el 
«Boletín Oficial del Estado», todo ello en cumplimiento por 
analogía de lo previsto en el artículo 105 dé la Ley reguladora 
de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de fecha 27 de 
diciembre de 1956,

Lo qpe comunico a V. I. para su conocimiento y demás 
efectos.

Dios guarde a V. I. muchos años.
Madrid, .3 de febrero de 1983.—P. D., el Subsecretario, José 

Antonio Cortés Martínez.
limo. Sr. Subsecretario.

6425 ORDEN de 3 de febrero de 1983 por la que se 
dispone el cumplimiento de la sentencia de la Au­
diencia Territorial de Palma de Mallorca, dictada 
con fecha 23 de noviembre de 1982 en el recurso 
contencioso-adminisírativo número 30/82, interpues­
to contra resolución de este Departamento por doña 
María Dolores Aguiló Martínez.

Ilmp. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo núme­
ro 30/82, ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Au 
di-encía Territorial de Palma de Mallorca, entre doña María 
Dolores Aguiló Martínez, como demandante, y la Administración 
General del Estado, como demandada, contra resolución de este 
Departamento sobre retención de haberes, se ha dictado con 
fecha 23 de noviembre de 1982 sentencia, cuya parte dispositiva 
es como sigue:

«Fallaipos: Que estimando parcialmente el recurso conten­
cioso-admin i strativo interpuesto por doña María Dolores Aguiló 
Martínez, contra el acto presunto de la Subsecretaría dél Minis­
terio de Economía (hoy Economía y Comercio) mediante el 
cual se ordenó no pagar parte de los haberes dé aquélla, por 
importe de once mil ciento ochenta y nueve pesetas correspon­
dientes al mee de marzo idel año mil novecientos ochenta, 
debemos declarar y declaramos que tal acto administrativo 
presunto no es conforme a derecho, condenando a la Adminis­
tración a la entrega a la interesada de dicha cantidad, más 
los intereses legales de la misma, sin perjuicio del impago de 
la cantidad correspondiente al menor rendimiento, que se deter­
minará en ejecución de sentencia y si dicho acuerdo fue adop­
tado con carácter de sanción no debe producir efecto a-lguno 
en el expediente personal de la recurrente; sin expresa impo­
sición de costás.»

En su virtud, este Ministerio ha tenido a bien disponer se 
cumpla en sus propios términos la referida sentencia, publi­

cándose el aludido fallo en el -Boletín Oficial del Estado», todo 
ello en cumplimiento de lo previsto en el artículo 105 de la 

Ley reguladora' de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa 
de fecha 27 de diciembre de 1956.

Lo que comunico a V. I. para su conocimiento y demás 
efectos.

Dios guarde a V. I. muchos años.
Madrd, 3 de febrero de 1983.—P. D., el Subsecretario, José 

Antonio Cortés Martínez.

limo, Sr. Subsecretario, —

6426 ORDEN de 3 de febrero de 1983 por la que se 
dispone el cumplimiento de la sentencia de la Au­
diencia. Territorial, dictada con fecha 11 de no­
viembre de 1982 en el recurso contencioso-adminis­
trativo número 29-82, interpuesto contra resolución 
de este Departamento por don Pedro Roselló Coll.

limo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo núme­
ro 29/82, ante la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Au­
diencia Territorial de Palma de Mallorca, entre don Pedro 
Roselló Coll, como demandante y la Administración General del 
Estado, como demandada, contra resolución de este Ministerio 
Bobre retención de haberes, se ha dictado con fecha 11 de 
noviembre de 1982 sentencia, cuya parte dispositiva es como 
sigue:

«Fallamos: Que estimando parcialmente el recurso conten­
cioso-administrativo interpuesto por don Pedro Roselló Coll, con- 
tra el acto presunto de la Subsecretaría del Ministerio de Eco­
nomía (hoy Economía y Comercio) mediante el cual se ordenó 
no pagar parte de los haberes de aquél por importe de veintidós 
mil cuatrocientas nueve pesetas, correspondientes al mes de 
marzo del año mil novecientos ochenta, debemos declarar y 
declaramos que tal acto administrativo presunto no es conforme 
a derecho, condenando a la Administración a la entrega al 
interesado de dicha cantidad, más los intereses legales de la 
misma, sin perjuicio del impago de la cantidad correspondiente 
al menor rendimiento o, que se determinará en ejecución de 
sentencia y si dicho aquerdo fue adoptado con carácter d® 
sanción no debe producir efecto alguno en el expediente personal 
del recurrente; sin expresa imposición de costas.»

En 6u virt-ud, este Ministerio ha tenido a bien disponer se 
cumpla en sus pfopios términos la referida sentencia, publi­

cándose el aludido fallo en el «Boletín Oficial del Estado», todo 
ello en cumplimiento de lo previsto en el artículo 105 de la 
Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa 
de fecha 27 de diciembre de 1956.

Lo que comunico a V. I. para su conocimiento y demás 
efectos.

Dios guarde a V. I. muchos años.
• Madrid, 3 de febrero de 1983.—P. D., el Subsecretario,, José 

Antonio Cortés Martínez.
limo. Sr. Subsecretario.

6427 ORDEN de 3 de febrero de 1983 por la que se 
dispone el cumplimiento de la sentencia de la Au­
diencia Territorial de Palma de Mallorca dictada 
con fecha 25 de noviembre de 1982 en el recurso 
contencioso-administrativo número 31/82, interpues­
to contra resolución de este Departamento por don 
Eloy Sáez y Sainz de los Terrones.

limo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo núme­
ro 31/82, ante la Sala de lo Contencíoso-Administraíivo de la Au­
diencia Territorial de Palma de Mallorca, entre don Eloy Sáez 
y Sainz de los Terrones, como demandañte, y la Administración 
General del Estado, como demandada, contra - resolución de 
este Departamento, sobre retención de haberes, se ha dictado 
con fecha 25 de noviembre de 1982 sentencia, cuya part-e dis­
positiva és como sigue:

«Fallamos: Que estimando el recurso contencioso-administra­
tivo interpuesto por don Eloy Sáez y Sainz de los Terrones, con­
tra el acto presunto de la Subsecretaría del Ministerio de Econo­
mía (hoy Economía v Comercio), mediante el cual se ordenó no 
pagar parte de los haberes de aquél por importe de siete mil 
seiscientas sesehta y ocho pesetas, correspondientes ai mes- de 
marzo del año mil novecientos ochenta, debemos declarar y 
declaramos que tal acto administrativo presunto no es conforme 
a derecho, condenando a la Administración a la entrega al 
interesado de dicha cantidad, más los intereses legales de la 
misma y si dicho acuerdo fue adoptado con carácter de sanción 
no debe producir efecto alguno en el expediente persona.!' del 
recurrente; sin expresa disposición de costas.-»

Lo que comunico a V. I. para su conocimiento y demás • 
efectos.

Dios guarde a V. I. muchos años.
Madrid, 3 de febrero de 1983.—P. D., el Subsecretario, José 

Antonio Cortés Martínez.
limo. Sr. Subsecretario. 

6428 ORDEN de 3 de febrero de 1983 por la que se 
dispone el cumplimiento de la sentencio, de la Au­
diencia Territorial de Palma de Mallorca, dictada 
con fecha 21 de octubre de 1982, en el recurso 
contencioso-administrativo número 27/1982, inter­
puesto contra resolución de este Departamento por 
don Evaristo Samper Lledó.

limo. Sr.: Én el recurso contencioso-administrativo núme­
ro 27/1982, ante la Sala de lo Contencioso-Ádministrativo de la 
Audiencia Territorial de Palma de Mallorca, entre don Evaristo 
Samper Lledó, como demandante, y la Administración General 
del Estado, como demandada, contra resolución de este Minis­
terio sobre retención de haberes, se ha dictado con fecha 21 
de octubre de 1982 sentencia, cuya parte dispositiva es como 
sigue:

«Fallamos: Que estimando parcialmente el recurso conten­
cioso-administrativo interpuesto por don Evaristo Samper Lledó 
contra el acto presunto da la Subsecretaría del Ministerio de 
Economía (hoy Economía y Comercio), mediante el cual ordenó 
no pagar parte de los haberes de aquél por importe de vein­
tiún mil doscientas cinco, pesetas, correspondientes el mes de 
marzo del año mil novecientos ochenta, debemos declarar y 
declaramos que tal acto administrativo presunto no es conforme 
a derecho; condenando a la Administración a la entrega al inte­
resado de dicha cantidad, más los intereses legales de la misma, 
sin perjuicio del impago de la cantidad correspondiente al me­
nor rendimiento, que se determinará en ejecución de sentencia, 
y si dicno acuerdo fue adoptado con carácter de sanción nó 
debe producir efecto alguno en e] expediente personal de] re­
currente; sin expresa imposición de costas.»

En su virtud, este Ministerio ha- tenido a bien disponer se 
cumpla en sus propios términos la referida sentencia, publicán­
dose el aludido fallo en el «Boletín Oficial del Estado», todo 
ello en cumplimiento de lo previste en el artículo 105 de la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de fe­
cha 27 de diciembre de 1956.

Lo que comunico a V. I. para su conocimiento y demás 
efectos.

Dios guarde a V. I. muchos años.
Madrid, 3 de febrero de 1983.—P, D., el Subsecretario, José 

Antonio Cortés Martínez.
limo. Sr. Subsecretario. »


